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Manifiesto Alianza Nacional en Defensa de la Cultura Ancestral de los Pueblos 
 

Desde la Alianza conformada por personas y organizaciones comunitarias, después de varias sesiones 
de trabajo reflexivo y con la participación de al menos quince estados de la República Mexicana. 
Hacemos un llamado urgente a los pueblos hermanos indígenas y afromexicanos para pronunciarnos 
con respecto a las implicaciones en nuestros derechos colectivos de la propuesta de iniciativa de la 
Ley General de Derechos de los Pueblos Indígenas y Afromexicanos. El trabajo conjunto y desde las 
diferentes experiencias desde nuestros territorios manifestamos nuestra inconformidad con respecto 
al proceso de consulta que se está realizando por parte del gobierno, señalando lo siguiente: 

• La Convocatoria, el Protocolo del Proceso de Consulta, la Propuesta de Iniciativa de la Ley 
y los Cuadernos explicativos, no están todas las lenguas indígenas y presentados de una 
manera culturalmente adecuada, lo que constituye una violación a nuestros derechos 
lingüísticos y de acceso a la información. La imposibilidad de entender los documentos 
presentados para analizarlos y compartirlos para las deliberaciones en nuestras comunidades, 
no permite nuestra participación y la de nuestras comunidades de una manera efectiva y 
plena.  

• Sin considerar la participación de  nuestras autoridades comunitarias y los representantes  
indígenas y Afromexicanos elegidos conforme a nuestros sistemas normativos, se elaboró 
con la participación de un Grupo de Trabajo con las Autoridades Responsables, el Comité 
Técnico Asesor compuesto por  expertas y expertos en derechos Indígenas y afromexicanos; 
el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas; invitadas e invitados especiales; instituciones del 
Gobierno de México con competencia en la materia, las Comisiones de Pueblos Indígenas y 
Afromexicanos de la Cámara de Diputados y el Senado de la República del H. Congreso de 
la Unión, es decir con todos los sectores de gobierno y sociales,  menos con las comunidades 
y los pueblos, la propuesta de Ley, lo que  es contrario a nuestros derechos de autonomía y 
sujetos de derecho público. Adicionalmente en la Convocatoria se establece que es materia 
de la Consulta recibir opiniones, sugerencias y planteamientos sobre la Propuesta de 
Iniciativa de Ley General de Derechos de los Pueblos Indígenas y Afromexicanos, lo que es 
contrario a nuestros derechos de participación plena para tomar decisiones sobre las normas 
que nos afectan o pueden afectar nuestra vida, territorios, cultura y derechos colectivos.  

• Los tiempos y condiciones de la consulta resultan insuficientes para garantizar una 
participación informada de los pueblos. La publicación de la propuesta de Ley no permite 
que las comunidades conozcan y analicen previamente su contenido, por lo que, en muchos 
casos, llegan a las mesas a informarse sobre el proceso y no a proponer o decidir. Esta 
situación se agrava por la extensión de la Ley y sus 453 artículos, lo que dificulta profundizar 
en sus contenidos de acuerdo con sus realidades y necesidades. En consecuencia, la consulta 
se desarrolla de manera rápida y en tiempo real, más cercana a un ejercicio de información 
que a un proceso de participación previa y efectiva, lo que puede reforzar un esquema de 
tutelaje institucional. 

• Existe una falta de acceso y comprensión plena sobre la Ley, no se ha contemplado que no 
todas las comunidades cuentan con acceso a internet para descargar los cuadernillos en línea, 
así como por la falta de materiales adecuados y disponibles en las distintas lenguas de los 
pueblos. Existen casos donde la información llegó exclusivamente en español en 
comunidades donde la mayor parte de su población habla lengua indígena.  

• La consulta tiene tientes de simulación, toda vez que no se contempla en el protocolo algún 
momento de regresar a las comunidades para garantizar que los puntos de vista vertidos en 
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las mesas, se hayan incorporado en el nuevo texto de la Ley para su verificación y anuencia 
y hacer efectiva dicha consulta. 

• Existe una evidente contradicción entre las propuestas de la Ley con la Constitución, como 
la reforma al artículo 2º, las declaraciones y convenios internacionales como el Convenio 169 
de la OIT 

• La ley homogeniza a los pueblos indígenas en lugar de reconocer diversidades locales, 
creando más problemas que soluciones.  

• La ley establece requisitos administrativos  para ejercer el derecho de identidad, determina  
las formas de organización al establecer tipos de comunidades y formas de gobierno, las 
características que deben tener los sistemas normativos, es decir impone cargas para los 
pueblos y comunidades  para ejercer derechos ya adquiridos y decide sobre elementos de la 
libre determinación que es una institución que le corresponde a las comunidades indígenas y 
afromexicanas regular de acuerdo a nuestros sistemas normativos.  

• Se excluye de la jurisdicción indígena la protección y administración  
• Se nos impone cargas excesivas mediante catálogos y registros, para poder ejercer nuestros 

derechos y proteger nuestro patrimonio cultural, lo que impide que tengamos el control de 
dicho patrimonio, los conocimientos tradicionales y expresiones culturales. 

 
De manera concreta se observa:   
 

• Duplicidad de contenidos y contradicciones entre el capítulo sexto de la nueva propuesta 
y la Ley de Protección del Patrimonio Cultural de los Pueblos y Comunidades Indígenas y 
Afromexicanas de 2022.  Lo que hace cuestionarse ¿qué sucederá con la ley de 2022, la cual 
es más extensa (más de 60 artículos frente a los 14 de la nueva propuesta) y que, ya establece 
mecanismos de defensa, delitos y definiciones útiles de patrimonio cultural inmaterial. 

• Técnicamente, una ley específica debería prevalecer sobre una general, por lo que este 
capítulo podría resultar redundante o, en caso de derogar la ley anterior, dejaría a las 
comunidades sin los mecanismos de protección ya existentes.  

• El análisis de los artículos 156 al 160 reveló puntos críticos: 
• Participación en beneficios (Art. 156): Aunque habla de una participación justa en las 

regalías por el uso de patrimonio con fines de lucro, existe el riesgo de que esto se convierta 
en una simulación o en un control de apropiación por parte de personas ajenas, perdiendo la 
visión comunitaria. 

• Fondo para la Protección (Art. 157): Se propone un fondo administrado por la Secretaría 
de Cultura o el Estado, lo que se percibe como una pérdida de autonomía para las 
comunidades, supeditándolas a trámites burocráticos y a un catálogo nacional obligatorio 
para exigir beneficios. 

• Intervención del Estado (Art. 158): La Secretaría de Cultura recibiría y sustanciaría las 
solicitudes de uso del patrimonio, actuando como intermediaria en lugar de permitir el trato 
directo con las comunidades. Además, la autoridad determinaría los tabuladores de pago, 
restando poder de decisión a los pueblos. 

 
Excepciones al consentimiento (Art. 159): Bajo el argumento de proteger la “libertad de expresión 
y creación”. Para los pueblos y organizaciones participantes, permitir el uso de historias, tradiciones, 
símbolos y otros elementos culturales sin autorización, desconoce su origen y significado y puede 
facilitar su apropiación y explotación por particulares, empresas e instituciones. Lo que se presenta 
como “libertad creativa” puede terminar legitimando la mercantilización de los conocimientos y 
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expresiones culturales, afectando la autonomía de los pueblos y su derecho a decidir sobre su 
patrimonio. En este contexto, existe el riesgo de que el INPI y la Secretaría de Cultura, como 
instituciones responsables de proteger sus derechos, terminen favoreciendo intereses económicos 
sobre los territorios y conocimientos ancestrales de los pueblos. 
Se denuncia como grave que las instituciones públicas puedan utilizar expresiones culturales, 
conocimientos ancestrales y símbolos de los pueblos originarios sin su consentimiento, bajo el 
argumento de “funciones sin fines de lucro”, ya que esto podría permitir usos políticos indebidos. En 
este sentido, los aquí participantes del Consejo Nacional de la Ceremonia Ritual de Voladores 
Mesoamericanos expresamos contundentemente la desaprobación de este artículo, ya que son los 
propios pueblos quienes salvaguardan estos conocimientos y expresiones culturales, por lo que 
ninguna institución debe decidir sobre su uso o apropiación sin su consentimiento. Asimismo, 
denunciamos que el Consejo Supremo Totonaco, no fue convocado a la consulta a realizarse en 
Veracruz, el día 04 de septiembre del presente y que los materiales de difusión de la consulta, sólo se 
presentaron en castellano y totonaco, dejando fuera el náhuatl y el otomí, lenguas originarias que 
cohabitan en la región. Estas condiciones limitan la participación efectiva de los pueblos y ponen en 
evidencia las deficiencias de un proceso de consulta que no garantiza su participación, representación 
ni su derecho a decidir sobre su patrimonio cultural.   

• La ley  es confusa con los esquemas de patrimonio cultural, propiedad intelectual, 
expresiones culturales y conocimiento tradicionales,  incorpora las Declaraciones de la 
UNESCO relativas al  patrimonio cultural material e inmaterial, las expresiones culturales 
pero deja afuera  el respeto a la propiedad, dominio, posesión, control, desarrollo y protección 
del patrimonio que el gobierno debe garantizar  de acuerdo a la Declaración Americana sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas de la OEA. En los bienes inmateriales no se incorporan 
expresamente los conocimientos tradicionales asociados a los recursos genéticos, los 
procedimientos ancestrales, las manifestaciones científicas y tecnológicas desarrollos propios 
relacionados con la biodiversidad, la utilidad y cualidades de semillas, las plantas 
medicinales, de la flora y la fauna. La Ley tampoco incorpora la obligación de los Estados, 
para que, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, se adopten medidas 
para que los acuerdos nacionales o internacionales reconozcan y protejan el patrimonio 
cultural y la propiedad intelectual. 

• Se incorporan formas de conservación, protección y salvaguarda del patrimonio cultural, 
como son museos comunitarios y centros de documentación, así como programas de 
capacitación sin considerar las forma holística y vivencial en que el patrimonio cultural, las 
expresiones culturales, y los conocimientos tradicionales es protegido y transmitido por las 
comunidades, ocasionando que estas prácticas comunitarias se debiliten. 

• No se involucra a las comunidades indígenas y afromexicanas en la toma de decisiones 
respecto a los estímulos, subsidios, becas y presupuesto relativo al patrimonio cultural 

• En cuanto a los conocimientos tradicionales, no se establece en el artículo que los regula, el 
respeto a las normas, protocolos y procedimientos comunitarios, el consentimiento libre, 
previo e informado y culturalmente adecuado, la distribución justa y equitativa de beneficios. 
Los derechos que tienen las comunidades indígenas para no consentir las patentes u otros 
esquemas de propiedad intelectual sobre ciertos elementos de sus conocimientos 
tradicionales.  No se incorpora los conocimientos y prácticas tradicionales como elementos 
importantes de su cultura, territorio y desarrollo. De manera especial se invisibiliza a los 
sujetos que transmiten el conocimiento y su protección para garantizar la supervivencia de 
los conocimientos y prácticas.  
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• Participación y derechos de las mujeres: Desde las reflexiones y experiencias compartidas 
en el 3er Encuentro de Tejedoras, Bordadoras y Alfareras y en el marco del proceso de 
consulta de la Ley, la Red de Cooperativas del Sur (RECOSUR) destacó la importancia de 
reconocer y garantizar la participación efectiva de las mujeres artesanas, creadoras y 
portadoras de saberes. Ellas son, en gran medida, quienes guardan, transmiten y preservan 
los conocimientos y prácticas culturales de sus comunidades, por lo que su participación es 
fundamental para su continuidad y tienen derecho a decidir sobre sus creaciones, a 
organizarse en colectivas y participar en las decisiones sobre los recursos y programas 
relacionados con sus saberes. Ante las próximas consultas a llevarse a cabo en el estado de 
Chiapas, se exige garantizar la participación libre, directa y efectiva de las mujeres indígenas 
en las propuestas y decisiones de las mesas de trabajo, sin simulaciones, censura ni 
condicionamientos por pertenecer a una colectiva o no contar con alguna representación de 
autoridad comunitaria o institucional. 

• En la propiedad intelectual colectiva no se reconoce como tal, los derechos morales y 
patrimoniales lo que constituye discriminación. La apropiación indebida no se da solo por los 
registros de marcas, patentes y derechos de autor. Se da por el uso y aprovechamiento de la 
propiedad intelectual de los pueblos indígenas sin su consentimiento, sin distribuir los 
beneficios, cuando se practica el dolo y la mala fe, cuando se impide el control de los pueblos 
y comunidades sobre su propiedad intelectual, cuando se deforma su sentido simbólico, 
cuando se usa con fines partidistas, cuando daña sus derechos colectivos.  

• La ley excluye nuestros derechos colectivos de la propiedad, dominio, posesión, control, 
desarrollo y protección de nuestra propiedad intelectual y del patrimonio cultural material e 
inmaterial, cuando se use por terceros sin fines de lucro. Esto es discriminatorio y convierte 
en dominio público lo que ya está reconocido como patrimonio y propiedad de los pueblos y 
también limita el derecho que tenemos de la distribución justa y equitativa de beneficios, de 
cualquier uso, aprovechamiento o utilización de nuestro patrimonio, propiedad intelectual, 
conocimientos y expresiones tradicionales (sea o no con fines de comercialización o de 
lucro.). Esta exclusión viola las Declaraciones de Patrimonio Cultural de la UNESCO, el 
Convenio 169 de la OIT, porque nuestro patrimonio material e inmaterial, propiedad 
intelectual, expresiones culturales y conocimientos tradicionales, son nuestras instituciones 
económicas, sociales y la base de nuestros derechos culturales. Al desconocer nuestros 
derechos la Ley viola las Declaraciones de la ONU y la OEA de derechos indígenas, el 
Convenio de Diversidad Biológica entre otros tratados internacionales.  
 

• La captación,  la administración y custodia de los recursos provenientes  de la distribución 
justa y equitativa de beneficios que tenemos como derecho a recibir las comunidades por 
nuestro  patrimonio cultural, propiedad intelectual,  por parte del gobierno federal en  del 
Fondo para la Protección y Promoción del Patrimonio Cultural, es contraria a nuestros 
derechos económicos reconocidos por la Constitución Federal, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los  derechos al desarrollo contemplados en el 
Convenio 169 de la OIT y el Convenio de Diversidad Biológica, así como el derecho al 
patrimonio propio, la autonomía y la libre determinación. Si bien es importante impedir que 
personas ajenas a las comunidades se beneficien de lo que no les corresponde, consideramos 
que se debe impulsar un mecanismo mediante sanciones graves a quienes se apropien o 
realicen actos de defraudación en nuestro perjuicio. 
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• No se debe excluir de responsabilidad penal o administrativa, a quienes aún con el 
consentimiento de las comunidades para el uso de elementos del patrimonio cultural, lo 
realicen con dolo, mala fe, genere conflictos comunitarios, no se distribuya de manera justa 
y equitativa los beneficios o sea contrarios a sus derechos colectivos.   

 
El riesgo de los catálogos y registros 
• Existe una fuerte preocupación por la institucionalización y burocratización de las formas 

de organización comunitaria a través de un catálogo nacional. señalamos que: 
• Los registros pueden facilitar el saqueo y la apropiación al poner el patrimonio en "bandeja 

de plata" para las empresas. 
• La clasificación del conocimiento responde a intereses de potencias económicas para la 

turificación y mercantilización de la cultura. 
• La ley establece plazos de solo 30 días hábiles para que las autoridades comunitarias 

otorguen su consentimiento, tiempo insuficiente para procesos de consulta real. 
 
Análisis desde la Autonomía y el Derecho Internacional 

• Desde una perspectiva jurídica internacional, la propuesta limita el patrimonio a la categoría 
de "bienes", omitiendo el concepto de "control" y la relación espiritual con el territorio.  

• Ejercer la autonomía directamente: Basarse en el Artículo 2° de la Constitución, que ya 
reconoce a las comunidades como sujetos de derecho público y autoridades indígenas, por 
encima de cualquier ley general o federal. 

 
Derecho al territorio, tierras y recursos naturales 
La ley tiene artículos que se contradicen en relación a la administracion, propiedad y posesión que 
tenemos de los recursos naturales, el hábitat y el territorio. En artículos se nos otorga la 
administracion, la propiedad y posesión y en otros artículos no se incorpora.  
En el caso de los artículos 142 y 143 en la sección novena Del derecho a la reparación, restitución o 
indemnización:  
142.- En los casos en que las tierras, territorios o recursos naturales de los Pueblos y Comunidades 
Indígenas sean confiscadas, tomadas, ocupadas, utilizadas o dañadas por el Estado o terceras 
personas, sin su conocimiento libre, previo e informado, estos tendrán derecho a la reparación, por 
medios que deben incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa y 
equitativa.  
 La reparación será integral y progresiva, con el objetivo de lograr una justicia transicional que 
garantice la paz. Asimismo, los Pueblos y Comunidades Indígenas tendrán derecho de reclamar a los 
responsables, la reparación, restitución o indemnización ante los órganos jurisdiccionales que 
correspondan. 
143.- Los Pueblos y Comunidades Indígenas, cuando corresponda, tendrán derecho a que se les 
asignen, a título gratuito, los terrenos considerados como baldíos, así como las tierras declaradas 
nacionales por el Estado Mexicano, en concepto de reparación. Para tal efecto, la persona titular del 
Poder Ejecutivo emitirá el Decreto correspondiente en los términos establecidos en la presente Ley. 
 
En la sección del medio ambiente, el hábitat, los recursos naturales y la bioculturalidad, no hay   
obligaciones para el gobierno para preservar el medio ambiente, la biodiversidad y la capacidad 
productiva de las tierras y territorios y garantizar que no lleguen los organismos genéticamente 
modificados a nuestros sistemas milpa y semillas nativas. No se prohíbe las patentes y los esquemas 
de propiedad intelectual sobre la vida de las plantas, los vegetales, los animales y sus recursos 
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genéticos, lo que es contrario a nuestra cosmovisión y pone en riesgo nuestro territorio y sistemas 
alimentarios  
 
 
 

Atentamente 
 

Alianza Nacional en Defensa de la Cultura Ancestral de los Pueblos 
 

Brigada Comunal Tona 
Consejo Nacional de la Ceremonia Ritual de Voladores Mesoamericanos 

Escuela Comunal Casa Tlaixco 
Frente de Defensa de la Cultura Ancestral del Valle del Mezquital 

Guardia Comunal Santa Ana Tlacotenco  
Guardia Comunal Voluntaria 

Grupo de danza azteca “Xochipilli Mixcoac” 
ILANCUEITL danza de las Tlacualeras 

Red Artesanos de Anáhuac 
Red de Cooperativas del Sur (RECOSUR) 

M´imT´sabal A.C 
Colectivo en Pro de los Derechos de los Artesanos 

Chimalli Centro de Estudios y Derechos Culturales 
Seminario de Investigación sobre Sociedad del Conocimiento y Diversidad Cultural 

UNAM  
Amparo Sevilla Villalobos- Investigadora titular del INAH  

Patricia Basurto Gálvez- Académica del Instituto de Investigaciones Jurídicas  
Rocío Becerra Montané- Abogada independiente  

 


